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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACIÓN LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO APROBATORIO DEL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE COSTA RICA PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES.

















HONORABLE CÁMARA:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado bilateral denominado “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Costa Rica para la promoción y protección recíproca de las inversiones” y su protocolo, suscritos en la ciudad de San José, Costa Rica, el 11 de julio de 1996, y sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional, sin urgencia.











ANTECEDENTES GENERALES.





	1.- Al tenor del mensaje, el propósito fundamental de este tratado es regular los derechos y las obligaciones tanto del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, compatibilizando los intereses de éstos con los del Estado receptor de las inversiones y favoreciendo, de ese modo, la transferencia y la movilidad de capitales entre ambos países.





	2.- A partir de la incorporación de Chile al Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, que creó el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI o ICSID), nuestro país ha suscrito 45 acuerdos internacionales de este tipo, 22 de los cuales han sido celebrados con países de Europa, 14 con países de América Latina, 5 con países de Asia y Medio Oriente, 2 con países de Oceanía y 2 con países africanos, 29 de los cuales ya han sido aprobados por el Congreso Nacional y 26 publicados en el Diario Oficial.





	Actualmente se encuentran en proceso de negociación seis acuerdos, 3 en Europa (Eslovenia, Suiza y la Federación Rusa) y 3 en la región de Asia y de Medio Oriente (Israel, El Líbano y Tailandia), según antecedentes publicados por el Comité de Inversiones Extranjeras en su informe titulado “Trayectoria de la inversión extranjera en Chile. 1974-1999”.





	Entre los efectos asociados a la suscripción de estos acuerdos, se señala que ellos permiten establecer un marco jurídico claro, estable y transparente, que garantiza un trato mínimo a las inversiones extranjeras y contribuye a determinar la decisión económica de invertir.





	El informe del Comité de Inversiones Extranjeras agrega otros antecedentes que, a propósito del Acuerdo internacional en trámite, se estima oportuno poner en conocimiento de la H. Cámara.





	La inversión extranjera directa materializada a través del Estatuto de la Inversión Extranjera, como porcentaje del Producto Interno Bruto, ha llegado a niveles significativos, hasta alcanzar en 1999 una participación estimada del 13,9% y del 14,9%.  Si se considera el total de la inversión extranjera ingresada, incluida la vía del capítulo XIV del Compendio de Normas de Cambios Internacionales (CNCI) del Banco Central de Chile, alcanzan, en valores nominales, en el período 1974-1999, a US$ 46,1 mil millones, según datos de la publicación antes citada.





	Entre 1985 y 1991, además de los mencionados mecanismos de inversión directa, regía el programa de conversión de deuda externa establecido en el capítulo XIX del CNCI, a través del cual se autorizaron operaciones por US$ 3.600 millones, canalizados principalmente hacia los sectores de la industria y de los servicios.





	Por otra parte, de los US$ 40.660 millones ingresados a través del Estatuto de la Inversión Extranjera a diciembre de 1999, el 87,5% fue materializado a contar de 1990, mostrando una tasa de crecimiento promedio anual del orden del 28,0%.





	El universo de países inversionistas en Chile se ha mantenido relativamente estable. Si bien en la actualidad suman ya cerca de setenta los países con inversión en Chile, seis de ellos figuran permanentemente entre los principales inversionistas: Estados Unidos, España, Canadá, Reino Unido, Sudáfrica y Japón.





	La presencia dominante que caracterizó a Estados Unidos en el período 1974-1989 (44%) paulatinamente ha ido cediendo espacio a la participación de otros países, para llegar a representar el 28,1% del total de la inversión extranjera materializada en el período 1995-1999. Otros países que muestran una actividad relevante en el último período son España (27%); Canadá (11,7%); Reino Unido (4,8%); Sudáfrica (4,1%); Francia, Holanda y Japón, cada uno de ellos con una presencia de 3,2%.





	En cuanto a los destinos de la inversión extranjera, se indica que ellos han experimentado cambios significativos. En el período 1974-1989, el interés de las empresas extranjeras se orientaba fundamentalmente hacia el sector minero (47,0%), la industria (22,4%) y los servicios (20,1%). Esta situación comienza a modificarse en el período siguiente, 1990-1994, con mayor actividad de capitales externos en las áreas de pesca y acuicultura, silvicultura, electricidad, gas y agua.





	Entre los años 1995 y 1999, esta tendencia se consolidó. Si bien la minería continuó siendo el principal destino de la colocación de capitales extranjeros (28,3%), las transformaciones implementadas por el Gobierno en la normativa reguladora de los servicios financieros, así como los procesos de licitación en infraestructura vial, portuaria y servicios sanitarios, generaron una nueva y significativa presencia en los sectores de servicios (26,2%), electricidad, gas y agua (24,9%), transportes y comunicaciones (5,8%).





	3.- Los tratados internacionales sobre promoción y protección recíproca de inversiones son, prácticamente, de un mismo tenor, regulando en su articulado materias comunes a todos ellos, como ocurre con el tratado o acuerdo internacional sometido a la consideración de la H. Cámara, cuyo contenido se os pasa a reseñar.











RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL TRATADO INTERNACIONAL EN TRAMITACIÓN.





	Este tratado consta de doce artículos y un protocolo complementario, que imponen a los Estados Contratantes los compromisos principales siguientes:





	1. El de incentivar, en sus respectivos territorios nacionales, las inversiones de inversionistas del otro país, con sujeción a su política general en el campo de las inversiones extranjeras, y el de protegerlas y no obstaculizarlas en su administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación, mediante medidas injustificadas y discriminatorias (artículo III).





	2. El de garantizar a los inversionistas de la otra Parte Contratante un tratamiento justo y equitativo, no menos favorable que aquél otorgado a sus propios inversionistas o a los de un tercer Estado, si este último fuere más favorable (Nos 1, 2 y 3 del artículo IV). 





	Se excluyen del tratamiento de la nación más favorecida las ventajas especiales que una de las Partes Contratantes haya concedido en virtud de su participación en un área de libre comercio, una unión aduanera, un mercado común, una unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional, o en virtud de un acuerdo relacionado con materias tributarias (Nº 4 del artículo IV).





	Tampoco se extenderá a deducciones, exenciones fiscales ni a otros privilegios análogos otorgados por cualquiera de las Partes a la inversión de los inversionistas de terceros países en virtud de un acuerdo para evitar la doble imposición o de cualquier otro acuerdo en materia de tributación (Nº 5 del artículo IV).





	3. El de garantizarles a los inversionistas la libre transferencia y sin demora de los fondos relacionados con la inversión, en moneda de libre convertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente, intereses, dividendos, rentas, utilidades y otros rendimientos; amortizaciones de préstamos del exterior relacionados con la inversión, el capital o el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión y las compensaciones por causa de nacionalización o expropiación (artículo V).





	El capital invertido podrá ser transferido sólo después de un año, contado desde su ingreso al territorio de la Parte Contratante, lo que hace concordar esta normativa con las disposiciones del decreto ley Nº 600, de 1974, sobre Estatuto del Inversionista Extranjero (normas adicionales al artículo V que se contemplan en el Protocolo).





	4. El de no adoptar medidas que priven, directa o indirectamente, de su inversión al inversionista, a menos que se funden en causa de utilidad pública o interés nacional, no sean discriminatorias, y vayan acompañadas del pago de una indemnización, al inversionista o a su derechohabiente, pronta, adecuada y efectiva, basada en el valor de mercado de la inversión afectada y con una tasa comercial establecida con base en el valor de mercado, en moneda convertible, y efectivamente realizable y libremente transferible (Nos 1 y 2 de artículo VI).





	Para estos efectos, el “valor de mercado” en Costa Rica corresponderá al concepto de “justo precio” utilizado en la legislación costarricense y determinado por el procedimiento que se fija en las normas adicionales al artículo VI contempladas en el protocolo.





	5. El reconocimiento del derecho del inversionista a reclamar en procedimiento judicial ordinario de la legalidad de la nacionalización, expropiación o de cualquiera otra medida que tenga efecto equivalente y del monto de la compensación (Nº 3 de artículo VI).





	6. El de otorgar a los inversionistas de la otra Parte un tratamiento no menos favorable que el concedido a sus nacionales o a nacionales de terceros Estados, en la reparación de las pérdidas que sufrieren en su inversión a causa de una guerra o cualquier otro conflicto armado, de un estado de emergencia nacional, de disturbios civiles u otros acontecimientos similares producidos en el territorio de la otra Parte Contratante (artículo VII).





	7. El de reconocer, en virtud del principio de subrogación, los derechos de la Parte Contratante que hubiere efectuado un pago al inversionista por las garantías financieras que le hubiere otorgado contra riesgos no comerciales de la inversión efectuada en el territorio de la otra Parte Contratante (artículo VIII).





	8. El de resolver las controversias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante mediante consultas amistosas o recurriendo a los tribunales locales de la Parte Contratante receptora de la inversión o al arbitraje internacional de un Tribunal de Arbitraje Ad hoc establecido conforme al reglamento de arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI), creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, vigente en Chile como ley de la República (Nos 1 y 2 del artículo VIII).





	La elección de un procedimiento u otro será  definitiva; el recurso al arbitraje será unilateral, sin exigencia de agotamiento previo de los recursos judiciales internos, y las sentencias arbitrales serán definitivas y obligatorias (Nos 3 y 4 del artículo VIII).





	Las Partes Contratantes se comprometen a no tratar, por medio de canales diplomáticos, asuntos relacionados con controversias sometidas a proceso judicial o a arbitraje internacional, hasta que ellos estén concluidos, salvo el caso de incumplimiento de sentencia judicial o arbitral (Nº 6 del artículo IX).





	9. El de resolver las controversias entre las Partes Contratantes relativas a la interpretación y aplicación de estos acuerdos por la vía diplomática o el arbitraje internacional de un Tribunal Arbitral Ad hoc integrado por miembros designados por las Partes, con el concurso de la Corte Internacional de Justicia, en caso de haber acuerdo en su designación. Las decisiones del Tribunal serán definitivas y vinculantes para ambas Partes Contratantes (artículo X).





	10. Este tratado permanecerá vigente por el período de diez años, luego del cual se prolongará su vigencia indefinidamente, a menos que sea denunciado (Nº 2 del artículo XI).











DECISIONES DE LA COMISIÓN.





	a) Aprobación del tratado.





	En mérito de los antecedentes expuestos, vuestra Comisión acordó, por la unanimidad de los Diputados presentes, proponer a la H. Cámara la aprobación del acuerdo internacional y su protocolo informados en este acto, para lo cual os sugiere adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo contenido en el mensaje, con modificaciones formales de menor entidad; es decir, en los términos siguientes:





	“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Costa Rica para la promoción y protección recíproca de las inversiones” y su protocolo, suscritos en la ciudad de San José, Costa Rica, el 11 de julio de 1996.”








	b) Designación de Diputado Informante.





	Esta nominación recayó en la H. Diputada señora Isabel Allende Bussi.








	c) Menciones reglamentarias.





	Este tratado internacional no contiene normas que justifiquen las menciones indicadas en los Nos 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación.











)--------(











	Discutido y despachado en la sesión del día 14 de marzo de 2000, con asistencia de los Diputados señores Urrutia Cárdenas, don Salvador (Presidente de la Comisión); Allende Bussi, doña Isabel; Caminondo Sáez, don Carlos; Errázuriz Eguiguren, don Maximiano; González Román, doña Rosa; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Palma Irarrázaval, don Joaquín; Reyes Alvarado, don Víctor, y Riveros Marín, don Edgardo.














	Sala de la Comisión, 14 de marzo de 2000.




















FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,


Abogado Secretario de la Comisión.
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